
 
 
 
 
 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
 

Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO ORDENA COPIAS   
 
 

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho    

EXPEDIENTE Nº:  2300133330052018-00672 

DEMANDANTE:  Orfelina María Uparela Ortega    

DEMANDADO:  Nación – Mineducacion – F.N.P.S.M 

 
 
Visto el informe de secretaria procede el despacho a resolver sobre la solicitud de copias 
auténticas y la devolución de excedente de los gatos ordinarios del proceso previas las 
siguientes, 
 

CONSIDERACIONES: 
 
 

Estando el proceso en estado de archivo, observa el despacho que fue allegada solicitud 
de copias auténticas de la sentencia de primera instancia más constancia de ejecutoria 
y solicitud de la devolución del excedente de los gastos ordinarios del proceso, en tal 
sentido el despacho procederá a desarchivar el expediente y en aplicación a lo reglado 
en el artículo 114 de Código General del Procesos procederá a ordenar la expedición 
de las copias auténticas solicitadas previo a la consignación del arancel judicial de que 
trata el acuerdo Nº PCSJA18-11176 13 de diciembre de 2018, así mismo ordenara la 
remisión del expediente a la contadora adscrita a esta Unidad Judicial para que haga la 
liquidación del excedente de los gastos procesales si los hubiere del presente proceso. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de 
Monteria,  
 

RESUELVE: 
 
 

PRIMERO: Desarchívese el expediente de la referencia.  
 
SEGUNDO: Con cargo al solicitante y previa consignación de arancel judicial del 
acuerdo No. PCSJA18-11176 13 de diciembre de 2018, ordénese la expedición y 
entrega de copias auténticas de la sentencia de primera instancia de fecha treinta (30) 
de septiembre de 2019, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Montería, más 
copia de la constancia de ejecutoria.  
 



Expediente No. 230013333005201700419 
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JUZGADO QUINTO 

ADMINISTRATIVMIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 26 , el día 01/07/2021, a 
las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 
 

MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA  
Secretaria 

TERCERO: Cumplido lo indicado en el numeral segundo de la presente providencia, 
remítase el expediente a la contadora adscrita a esta unidad judicial para que haga la 
liquidación   del excedente de los gastos procesales a que haya lugar. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

58db5e91b3ca8f941a55d0cfcb76f658bd19aa387eece49403e11b8cc4804380 
Documento generado en 30/06/2021 06:00:53 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
 

Montería, junio treinta (30) de dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO ORDENA COPIAS   
 
 

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho    

EXPEDIENTE Nº:  2300133330052018-00704 

DEMANDANTE:  Elvira Josefa Diaz De Arroyo    

DEMANDADO:  Nación – Mineducacion – F.N.P.S.M 

 
 
Visto el informe de secretaria procede el despacho a resolver sobre la solicitud de copias 
auténticas y la devolución de excedente de los gatos ordinarios del proceso previas las 
siguientes, 

 
CONSIDERACIONES: 

 
 

Estando el proceso en estado de archivo, observa el despacho que fue allegada solicitud 
de copias auténticas de la sentencia de primera instancia más constancia de ejecutoria 
y solicitud de la devolución del excedente de los gastos ordinarios del proceso, en tal 
sentido el despacho procederá a desarchivar el expediente y en aplicación a lo reglado 
en el artículo 114 de Código General del Procesos procederá a ordenar la expedición 
de la copias auténticas solicitadas previo a la consignación del arancel judicial de que 
trata el acuerdo Nº PCSJA18-11176 13 de diciembre de 2018, así mismo ordenara la 
remisión del expediente a la contadora adscrita a esta Unidad Judicial para que haga la 
liquidación del excedente de los gastos procesales si los hubiere del presente proceso. 
 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de 
Monteria,  
 
 

RESUELVE: 
 
 

PRIMERO: Desarchívese el expediente de la referencia.  
 
SEGUNDO: Con cargo al solicitante y previa consignación de arancel judicial del 
acuerdo No. PCSJA18-11176 13 de diciembre de 2018, ordénese la expedición y 
entrega de copias auténticas de la sentencia de primera instancia de fecha treinta (30) 
de septiembre de 2019, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Montería, más 
copia de la constancia de ejecutoria. 
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JUZGADO QUINTO 

ADMINISTRATIVMIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 
La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 26 , el día 01/07/2021, a 
las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 
 

MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA  
Secretaria 

TERCERO: Cumplido lo indicado en el numeral segundo de la presente providencia, 
remítase el expediente a la contadora adscrita a esta unidad judicial para que haga la 
liquidación  del excedente de los gastos procesales a que haya lugar. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

e6d288fbf8a703641006c01b7eab0b80222203a77440e391fa760261d077fca4 
Documento generado en 30/06/2021 06:00:47 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE 

MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.    26 _  el día 
01/07/2021, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web 
de la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-
administrativo-de-monteria. 

MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA  
Secretaria 

 SIGCMA 

 
AUTO CONCEDE RECURSO DE APELACIÓN 

 
Montería, treinta (30) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho  

Expediente: 23 001 33 33 005 2018-00707 

Demandante: Electrificadora del Caribe – Electricaribe S.A E.S.P    

Demandado: Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
- SSPD   

 
Visto el informe secretarial que antecede, y por ser procedente, se 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Concédase en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante contra la sentencia de fecha veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
que denegó las pretensiones de la demanda  
 
SEGUNDO: En firme este proveído remítase el expediente al Tribunal Administrativo de Córdoba 
para que se surta la alzada. 
 
TERCERO: Las comunicaciones oficios, memoriales, escritos, recursos, contestaciones y 
demás, con ocasión a la presente decisión judicial, se recibirán en la siguiente cuenta de correo 
electrónico: Adm05mon@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
AUTO DISPONE PRESENTACION DE ALEGATOS DE CONCLUSION 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2019-00274-00 

Demandante Yobanys Manuel Vidal García 

Demandado   Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
 

CONSIDERACIONES 
 

Encontrándose el proceso al Despacho para fijar fecha de audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial que el mismo cumple con los requisitos señalados en el numeral 1° del artículo 
182A del CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, en lo referente a dictar 
sentencia anticipada antes de la audiencia inicial cuando se trate de asuntos de puro derecho 
y no haya pruebas que practicar. Así las cosas, al encontrarnos frente a un asunto de puro 
derecho, en el cual no hay pruebas que decretar, el Despacho se abstendrá de realizar la 
audiencia inicial, y tendrá como pruebas las allegadas oportunamente con la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
En ese orden, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   

 
Así las cosas, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito.  
 
De otra parte, advierte el Despacho que en el poder aportado con la demanda el mismo fue 
otorgado a los abogados Yobany López Quintero, Laura Marcela López Quintero, y Elisa María 
Gómez Rojas, siendo suscrito solamente el poder por ésta última abogada, a quien se le 
reconoció personería, luego a folio 29 la misma abogada allega memorial manifestando sustituir 
el poder en los abogados antes referenciados y en la abogada Kristel Xilena Rodríguez 
Remolina, señalando además que no reasumirá el poder. Posteriormente, la aboga Elisa 
Gómez allega nuevo memorial aclarando que el poder fue otorgado a ésta y a los abogados 
Yobany López Quintero, Laura López Quintero como apoderados principales, y que estos 
sustituyen poder a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina. En consecuencia, se 
procederá a reconocerles personería en los términos del poder conferido.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Absténgase de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 

 
SEGUNDO: Téngase por no contestada la demanda por parte de la Nación – Ministerio de 
Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada, las 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. 
Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando 
no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 
contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento 



 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   

 
QUINTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Yobany López Quintero identificado 
con la cédula de ciudadanía N° 89.009.237 y portador de la T.P. No. 112.907 del C.S. de la J, y 
a la abogada Laura Marcela López Quintero identificada con la cédula de ciudadanía N° 
41.960.717 y portadora de la T.P. No. 165.395 del C.S. de la J como apoderados principales de 
la parte demandante y a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina identificada con la cédula 
de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 326.792 del C.S. de la J como 
apoderada sustituta, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
SEXTO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2019-00360-00 

DEMANDANTE Neyruth Teresa Soto Osorio 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, “prescripción”, “buena fe”, “culpa exclusiva de un tercero. 
Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG 
es menor al que señala la parte demandante”, “de la improcedencia de la indexación y/o 
actualización monetaria de la sanción moratoria”, “improcedencia de condena en costas”, 
“condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, 
“excepción genérica”. Por lo cual, conforme a lo expuesto en precedencia, debe resolverse 
previo a la realización de la audiencia inicial la excepción de “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, por encontrarse contemplada como excepción previa en el 
numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, respecto de la excepción de “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios”, para fundamentar la anterior, aduce que la parte demandante 
infringió el numeral 9º del artículo 100 en concordancia con el artículo 61 del CGP, norma que 
establece como excepción previa no comprender la demanda a todos los litisconsortes 
necesarios, teniendo en cuenta que el apoderado judicial demando  al  Ministerio  de  Educación  
Nacional  y  al  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del Magisterio,  sin  que  se  haya  
demandado  a la Secretaría  de  Educación,   entidad  que  expidió  la resolución mediante  la  
cual reconoció  el  respectivo  pago  de cesantías definitivas. Igualmente, indica que la anterior 
postura adquiere mayor firmeza, con fundamento en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 “por 
el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”. En ese orden, aduce que en el presente caso, si bien la demandante radicó la 
solicitud de su prestación se evidencia que la entidad territorial superó con creces el término de 
15 días hábiles que le otorga la Ley para proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se 
hace necesaria su vinculación al presente proceso. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, si bien la abogada Kristel Rodríguez, 
aduciendo actuar en calidad de apoderada sustituta de la parte demandante se opuso a la 
prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas, revisado el expediente, se 
advierte que a la misma no se la ha sustituido poder, ni tampoco aportó con el escrito memorial 
en ese sentido, razón por la cual no se tendrá en cuenta dicho memorial.  
 
Ahora, para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que la 
demandante es docente adscrita al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 



 

1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, quien sería la que tendría personería jurídica 
y no la Secretaria de Educación, ya que sería el fondo en caso de una eventual condena la 
entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte demandada manifiesta que en el presente 
caso debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto 
a que éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción 
por mora en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las 
Secretarías de Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la 
fecha en las que la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue 
reconocida, la situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, 
por lo que, la aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no 
probada la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decrete la siguiente prueba: 
i). Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado 
el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la 
presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del artículo 78 y el inciso 2 
del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no acreditó haber cumplido con 
la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad donde reposan los mismos. 

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la 
parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense la solicitud de prueba realizada por la parte demandada referente a i) 
Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado el 
pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la presunta 
tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las pretensiones. 
Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar a la abogada María Eugenia Salazar Puentes, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 52.959.137, y portadora de la TP No. 256.081 del C.S 
de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  

 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
                                                  MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 
 
 

 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2019-00405-00 

Demandante Aroldo Antonio Gil Aleans 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Ahora, previo a resolver las solicitudes realizadas, el Despacho procede a reconocer personería   
a la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.093.798.642 y TP No. 326.792 del C.S de la J, como apoderada sustituta de la parte 
demandante en los términos del memorial de sustitución de poder remitido a esta Unidad 
Judicial. 

 
Aclarado lo anterior, se procede a resolver las solicitudes presentadas por la apoderada 
sustituta. Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda 
y el desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las 
cosas, el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado 
por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no 
se encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.9NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193


 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 
CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 
 

RESUELVE: 
 

 

PRIMERO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Kristel Xilena Rodríguez 
Remolina identificada con la cédula de ciudadanía N° 1.093.782.642 y portadora de la T.P. No. 
326.792 del C.S. de la J como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos y 
para los fines del poder conferido. 
 

 
SEGUNDO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  
 

 
TERCERO: Sin condena en costas.  
 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
 
QUINTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
 
 
 
 
 
Ç 
 
 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 



 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 1/06/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

SEXTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00118-00 

DEMANDANTE Alfonso Luis Hodeg Barón  

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  
 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, “culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 
2019”, “prescripción”, “el termino señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG es 
menor al que señala la parte demandante”, “de la ausencia de pagar sanciones por parte de la 
entidad fiduciaria”, “de la improcedencia de la indexación y/o actualización monetaria de la 
sanción moratoria”, “improcedencia de condena en costas”, “condena con cargo a títulos de 
tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, “excepción genérica”. Por lo cual, 
conforme a lo expuesto en precedencia, debe resolverse previo a la realización de la audiencia 
inicial la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”, por 
encontrarse contemplada como excepción previa en el numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce la parte demandada que en el 
presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su prestación se evidencia que la 
entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles que le otorga la Ley para 
proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria su vinculación al presente 
proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, se dispuso a 
través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 

 
Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 
dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 
 
Finalmente indica que a la norma en cita el legislador le otorgó efectos retrospectivos, ello si se 
considera que, el Parágrafo Transitorio del artículo 57, determinó un regla de aplicación e inter-
pretación con tales efectos, de tal suerte que bajo el principio de Unidad Normativa, dichos 
efectos son predicables de la totalidad de la norma referida, no siendo dable justificar la 
improcedencia de la excepción con el argumento que la causación de la mora de la cual se 
pretende reconocimiento, lo fue con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 



 

2019.   

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante  es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
y en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por mora 
en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías de 
Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las que 
la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la secretaria de educación para que certifique el salario (asignación 
básica) del docente en el momento en cuestión relevante para el caso en cuestión, ii). Oficiar 
ala Fiduprevisora S.A con la finalidad de que certifique si se realizó pago de alguna suma de 
dinero por concepto de sanción mora y cuál fue su fecha en caso de haberse realizado ese 
pago. Las cuales se negarán teniendo en cuenta el numeral 10 del artículo 78 y el inciso 2 del 
artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no acreditó haber cumplido con la 
carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad donde reposan los mismos. 

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 
 

¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías definitivas 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la 
parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías definitivas del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referentes 
a i) Oficiar a la secretaria de educación para que certifique el salario (asignación básica) del 
docente en el momento en cuestión relevante para el caso en cuestión, ii). Oficiar ala 
Fiduprevisora S.A con la finalidad de que certifique si se realizó pago de alguna suma de dinero 
por concepto de sanción mora y cuál fue su fecha en caso de haberse realizado ese pago. Por 
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Diego Fernando Amezquita 
Arevalo identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.026.287.781 y portador de la T.P. No. 
299.894 del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del 
poder conferido.  
 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 

 

 

 
 

SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
                                                  MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00119-00 

DEMANDANTE Alfredo Bernardo Oliveros Viloria 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “inepta demanda”, “no 
comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”, “prescripción”, “buena fe”, “culpa 
exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción 
moratoria a cargo del FOMAG es menor al que señala la parte demandante”, “de la 
improcedencia de la indexación y/o actualización monetaria de la sanción moratoria”, 
“improcedencia de condena en costas”, “condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio 
de hacienda y crédito público”, “excepción genérica”. Por lo cual, conforme a lo expuesto en 
precedencia, debe resolverse previo a la realización de la audiencia inicial las excepciones de 
“inepta demanda” y “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”, por 
encontrarse contempladas como excepciones previas en los numerales 5° y 9° del artículo 100 
del CGP.  

 
Respecto de la excepción de “inepta demanda” señala la apoderada que para el asunto, se 
observa que en la demanda no se explicó el objeto de violación en la forma indicada en el 
numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 y mucho menos se invocó causal alguna para 
sustentar la supuesta nulidad en los términos del artículo 137 ejusdem. Igualmente, indicó que 
la  parte demandante en su escrito introductorio, tampoco se preocupó por determinar con  
claridad  el  acto  administrativo  demandado,  ni  indicó  con  exactitud  ante quien radicó la 
petición que fundamenta el supuesto silencio administrativo invocado, omisión que  impide  
ejercer  el  derecho  de  defensa  a  cabalidad,  puesto  que se  desconoce  si  la  petición  fue 
radiada ante el ente territorial, ante el Ministerio de Educación o ante el Fomag, puesto que 
según el numeral 3 del artículo 162 los hechos y omisiones que servirán de fundamento a las 
pretensiones, deberán estar “debidamente determinados, clasificados y numerados”, lo cual se 
echa de menos en la demanda que es objeto de pronunciamiento.  
 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  

 
Al respecto se hace necesario indicar que la excepción de inepta demanda se encuentra 
regulada en el numeral 5 del artículo 100 del CGP, y ésta se configura por dos supuestos, i) 
Falta de los requisitos formales, ii) indebida acumulación de pretensiones, en el caso de marras 
se aduce falta de los requisitos formales. En ese orden, advierte el despacho que no le asiste 
razón a la parte demandada con fundamento en lo siguiente: i) En primer lugar, revisada la 
demanda se observa un acápite denominado concepto de la violación, en donde la parte 
demandante, expone los argumentos y cita la normatividad y jurisprudencia por la cual aduce 
le asiste razón y deben concederse las pretensiones, por lo que, es claro que no le asiste razón 
a la parte demandante cuando indica que no se explicó el concepto de la violación ii) En 
segundo lugar, tampoco es cierto que no se haya determinado el acto demandado, pues en la 
pretensión primera, la parte demandante solicita que “se declare la nulidad del acto ficto 



 

configurado el día 23 de febrero de 2019, frente a la petición presentada el día 23 de noviembre 
de 2018, en cuanto negó el derecho a pagar sanción por mora…”. Ahora, en cuanto que no se 
indicó ante qué entidad se presentó la petición, el hecho séptimo de la demanda, señala que 
“con fecha se solicitó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria en el pago de las 
cesantías a la entidad convocada…”, por lo que, se evidencia que la parte actora si clarificó 
ante que entidad se presentó la petición, aunado a ello, revisada la mencionada petición, se 
observa que fue presentada ante la Secretaría de Educación Departamental de Córdoba – 
FNPSM, el día 23 de noviembre de 2018. Así las cosas, es claro que no le asiste razón a la 
parte demandada, y por tanto se declarará no probada la excepción de inepta demanda.  

 
De otra parte, respecto de la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes 
necesarios”, para fundamentar la anterior, aduce que la parte demandante infringió el numeral 
9º del artículo 100 en concordancia con el artículo 61 del CGP, norma que establece como 
excepción previa no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, teniendo en 
cuenta que el apoderado judicial demando  al  Ministerio  de  Educación  Nacional  y  al  Fondo  
Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del Magisterio,  sin  que  se  haya  demandado  a la 
Secretaría  de  Educación de Sucre,   entidad  que  expidió  la resolución mediante  la  cual 
reconoció  el  respectivo  pago  de cesantías definitivas. Igualmente, indica que la anterior 
postura adquiere mayor firmeza, con fundamento en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 “por 
el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”. En ese orden, indica que en el presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud 
de su prestación se evidencia que la entidad territorial superó con creces el término de 15 días 
hábiles que le otorga la Ley para proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace 
necesaria su vinculación al presente proceso. 

 
Finalmente, manifiesta que con la promulgación del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, se 
supuso un cambio de paradigma respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de 
soportar el pago de la sanción por la mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los 
recursos con los que se asume el pago de dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del 
ente territorial al trámite de los procesos judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, 
liquidación y pago de sanción por mora en el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar 
su derecho de defensa y contradicción de la entidad, misma que eventualmente podría ver 
comprometidos sus intereses bajo la luz de la disposición normativa en cita. 

 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante  es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
y en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, quien sería la que tendría personería jurídica 
y no la Secretaria de Educación, ya que sería el fondo en caso de una eventual condena la 
entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte demandada manifiesta que en el presente 
caso debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto 
a que éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción 
por mora en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las 
Secretarías de Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la 
fecha en las que la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue 
reconocida, la situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, 
por lo que, la aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no 



 

probada la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 
 

Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha 
se ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 
conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como 
fundamento de las pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del 
artículo 78 y el inciso 2 del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no 
acreditó haber cumplido con la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad 
donde reposan los mismos, ii). Oficiar a la entidad territorial para que allegué al expediente 
copia del trámite administrativo dado al derecho de petición radicado en las oficinas de dicha 
entidad, dado que es esta la única competente para informar el trámite impartido. La cual se 
negará, por no ser necesaria, toda vez que con la documentación obrante en el expediente se 
puede proferir sentencia.  
 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  
 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárense no probadas las excepciones de “inepta demanda” y “no comprender la 
demanda a todos los litisconsortes necesarios” propuestas por la entidad demandada, conforme 
a lo expuesto en la parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   

 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada en lo 
referente a i) Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se 
ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de 
las pretensiones, ii). Oficiar a la entidad territorial para que allegué al expediente copia del 
trámite administrativo dado al derecho de petición radicado en las oficinas de dicha entidad, 
dado que es esta la única competente para informar el trámite impartido. Por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Maria Eugenia Salazar Puentes 
identificada con la cédula de ciudadanía N° 52.959.137 y portadora de la T.P. No. 256.081 del 
C.S. de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  

 
OCTAVO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Kristel Xilena Rodriguez 
Remolina, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.093.782.642, y portadora de la TP No. 
326.792 del C.S de la J, como apoderada sustituta de la parte demandante, en los términos y 
para los fines del poder de sustitución conferido. 
 
NOVENO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26_ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
                                                  MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 
 
 

 
 
 
 

 
 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00124-00 

DEMANDANTE Ramon Antonio Regino Acosta 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
 

CONSIDERACIONES 
 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “postura que adquiere mayor 
firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de 
desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, “prescripción”, “buena fe”, 
culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción 
moratoria a cargo del FOMAG es menor al que señala la parte demandante”, “excepción 
genérica”.  
 
Ahora, de la lectura de las anteriores, advierte el despacho que en la excepción denominada 
“postura que adquiere mayor firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se 
expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad” la 
parte demandada hace alusión a la necesidad de la vinculación del ente territorial. Por lo tanto, 
entiende el Despacho que la parte demandada está haciendo alusión a la excepción de no 
comparecer a la demanda todos los litisconsortes necesarios, y al ser esta una excepción previa 
contemplada en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, se procederá a resolver la misma.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce la parte demandada que en el 
presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su prestación se evidencia que la 
entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles que le otorga la Ley para 
proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria su vinculación al presente 
proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, se dispuso a 
través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 
 
 

 



 

 
 
Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 
dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 

 
 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por mora 
en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías de 
Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las que 
la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la 
fecha se ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 
conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como 
fundamento de las pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del 
artículo 78 y el inciso 2 del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no 
acreditó haber cumplido con la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad 
donde reposan los mismos.  

 
 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

 
En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “postura que adquiere mayor firmeza, dado 
el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-
2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, propuesta por la entidad demandada, conforme 
a lo expuesto en la parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referentes 
a oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha 
realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con 
la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Nestor Rafael Triviño García 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.151.444.145 y portador de la T.P. No. 274.271 
del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  
 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 



 

Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00131-00 

Demandante Zunilda de Jesús Agamez Rodríguez 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
1.5NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a la abogada María Eugenia Salazar Puentes, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 52.959.137, y portadora de la TP No. 256.081 del C.S 
de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

Documento generado en 30/06/2021 05:00:09 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 
 
 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
AUTO DISPONE PRESENTACION DE ALEGATOS DE CONCLUSION 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00133-00 

Demandante Alexis Diaz Pérez 

Demandado   Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
 

CONSIDERACIONES 
 

Encontrándose el proceso al Despacho para fijar fecha de audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial que el mismo cumple con los requisitos señalados en el numeral 1° del artículo 
182A del CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, en lo referente a dictar 
sentencia anticipada antes de la audiencia inicial cuando se trate de asuntos de puro derecho 
y no haya pruebas que practicar. Así las cosas, al encontrarnos frente a un asunto de puro 
derecho, en el cual no hay pruebas que decretar, el Despacho se abstendrá de realizar la 
audiencia inicial, y tendrá como pruebas las allegadas oportunamente con la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
En ese orden, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   

 
Así las cosas, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Absténgase de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 

 
SEGUNDO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación de la demanda, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
TERCERO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   

 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
QUINTO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Paola Andrea Pardo Marin 
identificada con la cédula de ciudadanía N° 1.030.531.525 y portadora de la T.P. No. 185.722 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. 
Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando 
no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 
contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento 
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del C.S. de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  
 
SEXTO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00134-00 

Demandante Ana Matilde Pérez Pérez 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
1.5NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Néstor Rafael Triviño García, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 1.151.444.145, y portador de la TP No. 274.271 del 
C.S de la J, como apoderado sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00135-00 

DEMANDANTE Claudia Judith Durango Duarnes 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “Ineptitud sustancial de la 
demanda por no cumplir con el artículo 161 CPACA. no se demostró la ocurrencia del acto 
ficto”, “culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “improcedencia de la 
indexación de la sanción moratoria”, “condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de 
hacienda y crédito público”, “estudio de situaciones que ameritan abstenerse de la imposición 
de condena en costas”, “de la ausencia del deber de pagar sanciones por parte de la entidad 
fiduciaria”, “excepción genérica”. Por lo cual, conforme a lo expuesto en precedencia, debe 
resolverse previo a la realización de la audiencia inicial la excepción de “Ineptitud sustancial de 
la demanda por no cumplir con el artículo 161 CPACA. no se demostró la ocurrencia del acto 
ficto”, por encontrarse contemplada como excepción previa en el numerales 5° del artículo 100 
del CGP.  

 
Respecto de la aludida excepción señala la apoderada que en el presente caso, se solicita se 
declare la nulidad del acto administrativo ficto configurado por la supuesta falta de respuesta a 
la solicitud presentada el 3 de agosto de 2018,  para el reconocimiento de sanción moratoria 
por el supuesto pago no oportuno de la resolución No. 2290 de 6 de octubre de 2018 a partir  
del 29 de octubre de 2018,  no obstante señala que la parte actora  incumplió  con  el requisito  
al  no  presentar prueba que evidenciara que la administración no dio respuesta en el término  
correspondiente  (3 meses según el artículo 83 de la Ley 1147 de 2011). En ese orden, 
manifiesta que el accionante debió pedir mediante un derecho de petición dirigido a la 
administración, un informe sobre la respuesta a la solicitud de revocatoria del acto 
administrativo que se pretende controvertir en el presente como lo es la respuesta de un 
derecho de petición en la que la administración le informe si efectivamente se le dio respuesta 
a la solicitud de revocatoria del acto administrativo. Por lo que concluye que, al no haberse 
cumplido con dicho requisito, no existe certeza sobre si se configuró el acto ficto que se alega, 
por lo que no se cumple con el requisito señalado en el artículo 166 de la ley 1147 de 2011. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  

 
Al respecto señala el Despacho que no le asiste razón a la parte demandada, pues la parte 
demandante ante la ocurrencia del silencio administrativo no está en la obligación de presentar 
una nueva petición para que la administración informe sobre si se ha dado o no respuesta 
referente a la petición inicial, pues esta puede concurrir ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo y solicitar la nulidad del acto ficto o presunto para que así le sea resuelta la 
situación, sin que deba esperar de manera indefinida una solución al respecto, y de esta manera 
poderle garantizar la efectividad de sus derechos.  
 
En ese sentido, la Sección Cuarta del Consejo de Estado ha señalado en reciente providencia:  



 

 
“El silencio administrativo es un fenómeno en virtud del cual la ley contempla que, en determinados casos, a la 
falta de decisión de la Administración frente a peticiones o recursos elevados por los administrados, se le da 
un efecto que puede ser negativo o positivo. Ese efecto se conoce como acto ficto o presunto pues, aunque en 
tales eventos no existe una decisión expresa que contenga la voluntad de la Administración frente al asunto 
que ha sido sometido a su consideración, la ley le da al silencio de la Administración unos efectos similares a 
los del acto administrativo expreso. La razón de ser del fenómeno del silencio administrativo es la de evitar que 
los asuntos que la Administración debe resolver queden sin decidir de manera indefinida. En el caso del silencio 
negativo, le abre al interesado la posibilidad de demandar el acto ficto negativo, ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, para que le sea resuelta la situación, sin que deba esperar de manera indefinida 
una solución al respecto, y de esta manera poderle garantizar la efectividad de sus derechos. (Resaltado del 
Despacho)”1 

 

En consideración a lo anterior, se declarará no probada la excepción de Ineptitud sustancial de 
la demanda por no cumplir con el artículo 161 CPACA. no se demostró la ocurrencia del acto 
ficto. 
 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20212, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la entidad territorial para que allegué al expediente copia del trámite 
administrativo dado al derecho de petición radicado en las oficinas de dicha entidad, dado que 
es esta la única competente para informar el trámite impartido. La cual se negará, por no ser 
necesaria, toda vez que con la documentación obrante en el expediente se puede proferir 
sentencia.  
 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  
 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Declárese no probada la excepción de Ineptitud sustancial de la demanda por no 
cumplir con el artículo 161 CPACA. no se demostró la ocurrencia del acto ficto”, conforme a lo 
expuesto en la parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

                                                
1 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Consejera Ponente: Stella Jeannette Carvajal Basto. Bogotá, D.C., Cuatro (4) De Junio De Dos 
Mil Veinte (2020). Radicación Número: 05001-23-33-000-2015-00995-01(22910) 

 
2 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   

 
QUINTO: Niéguese la solicitud de pruebas realizadas por la parte demandada, conforme a lo 
expuesto en precedencia. 

 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Liseth Viviana Guerra González 
identificada con la cédula de ciudadanía N 1.012.433.345 y portadora de la T.P. No. 309.444 
del C.S. de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  

 

OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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            JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

   
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
 

Auto acepta desistimiento de las pretensiones 
 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00137-00 

Demandante Elis Mabel Romero Díaz 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
 
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
1.4NotificaciónDemandadoPDF. 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193


 

 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 
CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
 

SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 



 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 1/06/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00146-00 

DEMANDANTE Ever David Herrera Arrieta 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, “prescripción”, “buena fe”, “culpa exclusiva de un tercero. 
Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG 
es menor al que señala la parte demandante”, “de la improcedencia de la indexación y/o 
actualización monetaria de la sanción moratoria”, “improcedencia de condena en costas”, 
“condena con cargo a títulos de tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, 
“excepción genérica”. Por lo cual, conforme a lo expuesto en precedencia, debe resolverse 
previo a la realización de la audiencia inicial la excepción de “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, por encontrarse contemplada como excepción previa en el 
numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, respecto de la excepción de “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios”, para fundamentar la anterior, aduce que la parte demandante 
infringió el numeral 9º del artículo 100 en concordancia con el artículo 61 del CGP, norma que 
establece como excepción previa no comprender la demanda a todos los litisconsortes 
necesarios, teniendo en cuenta que el apoderado judicial demando  al  Ministerio  de  Educación  
Nacional  y  al  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del Magisterio,  sin  que  se  haya  
demandado  a la Secretaría  de  Educación,   entidad  que  expidió  la resolución mediante  la  
cual reconoció  el  respectivo  pago  de cesantías definitivas. Igualmente, indica que la anterior 
postura adquiere mayor firmeza, con fundamento en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 “por 
el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”. En ese orden, aduce que en el presente caso, si bien la demandante radicó la 
solicitud de su prestación se evidencia que la entidad territorial superó con creces el término de 
15 días hábiles que le otorga la Ley para proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se 
hace necesaria su vinculación al presente proceso. 
 
Finalmente, manifiesta que con la promulgación del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, se 
supuso un cambio de paradigma respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de 
soportar el pago de la sanción por la mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los 
recursos con los que se asume el pago de dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del 
ente territorial al trámite de los procesos judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, 
liquidación y pago de sanción por mora en el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar 
su derecho de defensa y contradicción de la entidad, misma que eventualmente podría ver 
comprometidos sus intereses bajo la luz de la disposición normativa en cita. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se pronunció oponiéndose a la prosperidad de las excepciones interpuestas. 
 
Ahora, para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 



 

demandante es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, quien sería la que tendría personería jurídica 
y no la Secretaria de Educación, ya que sería el fondo en caso de una eventual condena la 
entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte demandada manifiesta que en el presente 
caso debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto 
a que éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción 
por mora en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las 
Secretarías de Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la 
fecha en las que la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue 
reconocida, la situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, 
por lo que, la aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no 
probada la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decrete la siguiente prueba: 
i). Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado 
el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la 
presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del artículo 78 y el inciso 2 
del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no acreditó haber cumplido con 
la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad donde reposan los mismos. 

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la 
parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense la solicitud de prueba realizada por la parte demandada referente a i) 
Oficiar a la Fiduprevisora S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado el 
pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la presunta 
tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las pretensiones. 
Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar a la abogada María Eugenia Salazar Puentes, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 52.959.137, y portadora de la TP No. 256.081 del C.S 
de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  

 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 

 

 
 

 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
 

Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 
 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00148-00 

Demandante Isabel María Macea de Pacheco 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
 
 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 
 
 

 
CONSIDERACIONES 

 
 
 

Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.7NotificaciónDemandadoPDF. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193


 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 
CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  
 

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 



 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 1/06/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00150-00 

DEMANDANTE Julio Cesar Cervantes Ruiz 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “falta de integración del 
litisconsorcio necesario”, “prescripción” y “cobro de lo no debido”. Por lo cual, conforme a lo 
expuesto en precedencia, debe resolverse previo a la realización de la audiencia inicial la 
excepción de “falta de integración del litisconsorcio necesario”, por encontrarse contemplada 
como excepción previa en el numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, respecto de la aludida excepción, aduce el apoderado que el  decreto  2831  de  
2005  en  sus  artículos  segundo,  tercero  y  subsiguientes  estipula  que  el trámite de lo 
reconocimiento y pago de las prestaciones económicas a cargo del Fondo De Prestaciones 
Sociales Del Magisterio serán efectuadas a través de las secretarias de   educación   de   las   
entidades   territoriales   certificadas,   así   mismo   serán   estas   las encargadas de elaborar 
y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento a la Fiduciaria la Previsora quien 
es la encargada del manejo y administración de los recursos del FOMAG para su aprobación, 
dado el visto bueno deberá efectuar el respectivo pago, en  virtud  de  lo  previsto  en  el  contrato  
de  la  fiducia  mercantil  suscrito  entre  la  Nación-Ministerio de Educación Nacional y la 
Fiduciaria La Previsora S.A., como consta en la  escritura  pública  No  0083  de  21  de  junio  
de  1990,  lo  que  corrobora  la Nación –Ministerio  de  Educación  no  tiene  injerencia  alguna  
en  este  procedimiento,  y  por consiguiente   no   tiene   competencia   para   adelantar las   
acciones   tendientes   de reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones de los docentes. 
En concordancia con lo expuesto, hace alusión al artículo 61 del CGP, norma que hace alusión 
al “litisconsorcio necesario e integración del contradictorio”. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se pronunció oponiéndose a la prosperidad de las excepciones interpuestas. 
 
Ahora, para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 



 

de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, quien sería la que tendría personería jurídica 
y no la Secretaria de Educación, ya que sería el fondo en caso de una eventual condena la 
entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad territorial. En 
consecuencia, se declara no probada la excepción de falta de integración del litisconsorcio 
necesario. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, y no haya pruebas que practicar. Así las cosas, al encontrarnos frente 
a un asunto de puro derecho, en el cual no hay pruebas que decretar, el Despacho se abstendrá 
de realizar la audiencia inicial, y tendrá como pruebas las allegadas oportunamente con la 
demanda, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “falta de integración del litisconsorcio 
necesario” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la parte 
considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  

 
SEPTIMO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
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Secretaria 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00152-00 

DEMANDANTE Marlenis Pacheco Pestana 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “postura que adquiere mayor 
firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de 
desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, “prescripción”, “buena fe”, 
“culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción 
moratoria a cargo del FOMAG es menor al que señala la parte demandante”, “excepción 
genérica”.  
 
Ahora, de la lectura de las anteriores, advierte el despacho que en la excepción denominada 
“postura que adquiere mayor firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se 
expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad” la 
parte demandada hace alusión a la necesidad de la vinculación del ente territorial. Por lo tanto, 
entiende el Despacho que la parte demandada está haciendo alusión a la excepción de no 
comparecer a la demanda todos los litisconsortes necesarios, y al ser esta una excepción previa 
contemplada en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, se procederá a resolver la misma.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce la parte demandada que en el 
presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su prestación se evidencia que la 
entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles que le otorga la Ley para 
proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria su vinculación al presente 
proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, se dispuso a 
través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 

 
 
 



 

Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 
dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 

 
 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que la 
demandante es docente adscrita al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por mora 
en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías de 
Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las que 
la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la 
fecha se ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como 
fundamento de las pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del 
artículo 78 y el inciso 2 del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no 
acreditó haber cumplido con la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad 
donde reposan los mismos.  

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  
 
En mérito de lo expuesto se, 
 

 
RESUELVE: 

 
 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “postura que adquiere mayor firmeza, dado 
el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-
2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, propuesta por la entidad demandada, conforme 
a lo expuesto en la parte considerativa. 
 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
 

CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referente a 
oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado 
el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la 
presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Néstor Rafael Triviño García 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.151.444.145 y portador de la T.P. No. 274.271 
del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  



 

 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 
 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 
 
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00154-00 

DEMANDANTE Marleny Yaneth Padilla Montalvo 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “postura que adquiere mayor 
firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de 
desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, “prescripción”, “buena fe”, 
“culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción 
moratoria a cargo del FOMAG es menor al que señala la parte demandante”, “excepción 
genérica”.  
 
Ahora, de la lectura de las anteriores, advierte el despacho que en la excepción denominada 
“postura que adquiere mayor firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se 
expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad” la 
parte demandada hace alusión a la necesidad de la vinculación del ente territorial. Por lo tanto, 
entiende el Despacho que la parte demandada está haciendo alusión a la excepción de no 
comparecer a la demanda todos los litisconsortes necesarios, y al ser esta una excepción previa 
contemplada en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, se procederá a resolver la misma.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce la parte demandada que en el 
presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su prestación se evidencia que la 
entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles que le otorga la Ley para 
proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria su vinculación al presente 
proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, se dispuso a 
través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 

 



 

Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 
dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que la 
demandante es docente adscrita al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por mora 
en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías de 
Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las que 
la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la 
fecha se ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 
conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como 
fundamento de las pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del 
artículo 78 y el inciso 2 del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no 
acreditó haber cumplido con la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

donde reposan los mismos.  
 

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  
 
En mérito de lo expuesto se, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “postura que adquiere mayor firmeza, dado 
el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-
2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, propuesta por la entidad demandada, conforme 
a lo expuesto en la parte considerativa. 
 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
 

CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referente a 
oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado 
el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la 
presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Néstor Rafael Triviño García 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.151.444.145 y portador de la T.P. No. 274.271 
del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  
 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 



 

conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 
 
 
 

 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00155-00 

DEMANDANTE Never Francisco Montes Betancurt 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  
 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “no comprender la demanda a 
todos los litisconsortes necesarios”, “culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 
2019”, “prescripción”, “el termino señalado como sanción moratoria a cargo del FOMAG es 
menor al que señala la parte demandante”, “de la ausencia de pagar sanciones por parte de la 
entidad fiduciaria”, “de la improcedencia de la indexación y/o actualización monetaria de la 
sanción moratoria”, “improcedencia de condena en costas”, “condena con cargo a títulos de 
tesorería del ministerio de hacienda y crédito público”, “excepción genérica”. Por lo cual, 
conforme a lo expuesto en precedencia, debe resolverse previo a la realización de la audiencia 
inicial la excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”, por 
encontrarse contemplada como excepción previa en el numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce que el  demandante  infringió  el  
numeral  9º  del  artículo  100  en concordancia con el artículo 61, el cual establece como 
excepción previa no comprender la demanda a  todos  los  litisconsortes  necesarios, teniendo  
en  cuenta  que  el  apoderado judicial  demandó  a  la Nación -Ministerio de Educación Nacional 
-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin que se haya demandado a la 
Secretaría de Educación, entidad que expidió la resolución mediante la cual reconoció el 
respectivo pago de cesantías definitivas. 
 
En igual sentido, indica que en el presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su 
prestación se evidencia que la entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles 
que le otorga la Ley para proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria 
su vinculación al presente proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por 
la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”, se dispuso a través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 

 
Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 



 

dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 
 
Finalmente indica que a la norma en cita el legislador le otorgó efectos retrospectivos, ello si se 
considera que, el Parágrafo Transitorio del artículo 57, determinó un regla de aplicación e inter-
pretación con tales efectos, de tal suerte que bajo el principio de Unidad Normativa, dichos 
efectos son predicables de la totalidad de la norma referida, no siendo dable justificar la 
improcedencia de la excepción con el argumento que la causación de la mora de la cual se 
pretende reconocimiento, lo fue con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 
2019.   

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante  es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
y en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por mora 
en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías de 
Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las que 
la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la secretaria de educación para que certifique el salario (asignación 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

básica) del docente en el momento en cuestión relevante para el caso en cuestión, ii). Oficiar 
ala Fiduprevisora S.A con la finalidad de que certifique si se realizó pago de alguna suma de 
dinero por concepto de sanción mora y cuál fue su fecha en caso de haberse realizado ese 
pago. Las cuales se negarán teniendo en cuenta el numeral 10 del artículo 78 y el inciso 2 del 
artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no acreditó haber cumplido con la 
carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad donde reposan los mismos. 

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “no comprender la demanda a todos los 
litisconsortes necesarios” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la 
parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referentes 
a i) Oficiar a la secretaria de educación para que certifique el salario (asignación básica) del 
docente en el momento en cuestión relevante para el caso en cuestión, ii). Oficiar ala 
Fiduprevisora S.A con la finalidad de que certifique si se realizó pago de alguna suma de dinero 
por concepto de sanción mora y cuál fue su fecha en caso de haberse realizado ese pago. Por 
las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Rios 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Diego Fernando Amezquita 
Arevalo identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.026.287.781 y portador de la T.P. No. 
299.894 del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del 
poder conferido.  
 
 
 
 
 
 
 



 

OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00156-00 

Demandante Nohora Isabel Morales Polo 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.6NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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 SIGCMA 

CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Liseth Viviana Guerra Gonzalez, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1.012.433.345, y portadora de la TP No. 309.444 del 
C.S de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00163-00 

Demandante Luis Arturo Tapia Rodríguez 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.6NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a la abogada María Eugenia Salazar Puentes, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 52.959.137, y portadora de la TP No. 256.081 del C.S 
de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 
 
 

 
 
 
 
 

 

                                                
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00166-00 

Demandante María Josefa Moreno Perez 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.6NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193


 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 1/06/2021, a las 8:00 
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MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Diego Fernando Amézquita Arévalo, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 1.026.287.781, y portador de la TP No. 299.894 del 
C.S de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 

 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 

                                                
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00173-00 

DEMANDANTE Robinson Joaquín Rodríguez Flórez 

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “postura que adquiere mayor 
firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de 
desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, “prescripción”, “buena fe”, 
“culpa exclusiva de un tercero. Aplicación ley 1955 de 2019”, “el termino señalado como sanción 
moratoria a cargo del FOMAG es menor al que señala la parte demandante”, “excepción 
genérica”.  
 
Ahora, de la lectura de las anteriores, advierte el despacho que en la excepción denominada 
“postura que adquiere mayor firmeza, dado el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se 
expide el plan nacional de desarrollo 2018-2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad” la 
parte demandada hace alusión a la necesidad de la vinculación del ente territorial. Por lo tanto, 
entiende el Despacho que la parte demandada está haciendo alusión a la excepción de no 
comparecer a la demanda todos los litisconsortes necesarios, y al ser esta una excepción previa 
contemplada en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, se procederá a resolver la misma.  

 
En ese orden, para fundamentar la anterior excepción, aduce la parte demandada que en el 
presente caso, si bien la demandante radicó la solicitud de su prestación se evidencia que la 
entidad territorial superó con creces el término de 15 días hábiles que le otorga la Ley para 
proferir el acto administrativo, por lo que se insiste, se hace necesaria su vinculación al presente 
proceso. De igual forma, advierte que con la Ley 1955 de 2019 “Por la cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, se dispuso a 
través del parágrafo de su artículo 57 que: 
 

“La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías”. (Subrayado y negrilla fuera 
del texto original) 

 
Advirtiendo que con la promulgación de dicha norma se supuso un cambio de paradigma 
respecto de i) La entidad tradicionalmente encargada de soportar el pago de la sanción por la 
mora en el pago de las cesantías, ii) el origen de los recursos con los que se asume el pago de 
dichas sanciones y, iii) la necesidad vinculación del ente territorial al trámite de los procesos 
judiciales que ver-sen respecto del reconocimiento, liquidación y pago de sanción por mora en 
el pago de las cesantías, ello en aras de garantizar su derecho de defensa y contradicción de 
la entidad, misma que eventualmente podría ver comprometidos sus intereses bajo la luz de la 
disposición normativa en cita. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 



 

demandante se opuso a la prosperidad de todas y cada una de las excepciones propuestas.  
 
Para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que la 
demandante es docente adscrita al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, ya que sería el fondo en caso de una eventual 
condena la entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad 
territorial.  
 
Llegado a este punto, es dable precisar que la parte actora manifiesta que en el presente caso 
debe darse aplicación a lo estipulado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, en cuanto a que 
éste establece que no es exclusiva la responsabilidad del F.N.P.S.M. el pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías, sino que existe también responsabilidad en las Secretarías 
de Educación respectivas. Sin embargo, advierte el Despacho que, atendiendo la fecha en las 
que la parte actora presentó la solicitud de cesantías y la fecha en la que le fue reconocida, la 
situación jurídica de ésta se consolidó previó a la vigencia la Ley 1955 de 2019, por lo que, la 
aludida ley no es aplicable en el presente caso. En ese sentido, se declarará no probada la 
excepción de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, así como cuando las pruebas solicitadas por las partes sean 
impertinentes, inconducentes o inútiles, entre otras. En virtud de lo anterior, y al encontrarnos 
frente a un asunto de puro derecho, el Despacho procederá a estudiar la solicitud de pruebas 
realizadas por la parte demandada en aras a determinar si se cumple con los requisitos para 
dictar sentencia anticipada.  
 
Así las cosas, se observa que la parte demandada solicita que se decreten como pruebas de 
las siguientes: i). Oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la 
fecha se ha realizado el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de 
conformidad con la presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como 
fundamento de las pretensiones. La cual se negará teniendo en cuenta el numeral 10 del 
artículo 78 y el inciso 2 del artículo 173 del CGP, en virtud de que la parte demandada no 
acreditó haber cumplido con la carga de solicitar dicha documentación previamente a la entidad 
donde reposan los mismos.  

 
En consecuencia, el Despacho, se abstendrá de realizar la audiencia inicial, tendrá como 
pruebas las allegadas oportunamente con la demanda y la contestación de la demanda, las 
cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  
 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “postura que adquiere mayor firmeza, dado 
el artículo 57 de la ley 1955 de 2019 “por el cual se expide el plan nacional de desarrollo 2018-
2022 pacto por Colombia, pacto por la equidad”, propuesta por la entidad demandada, conforme 
a lo expuesto en la parte considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Niéguense las solicitudes de pruebas realizadas por la parte demandada referente a 
oficiar a la FIDUPREVISORA S.A., con la finalidad de que certifique si a la fecha se ha realizado 
el pago de alguna suma de dinero por concepto de sanción mora, de conformidad con la 
presunta tardanza en el pago de las cesantías parciales que sirve como fundamento de las 
pretensiones. Por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEPTIMO: Reconózcase personería para actuar al abogado Néstor Rafael Triviño García 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.151.444.145 y portador de la T.P. No. 274.271 
del C.S. de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido.  
 
OCTAVO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 
conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 

 

 
 

 
 

 

 
 

SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

        
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO RESUELVE EXCEPCIONES  
 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y restablecimiento del derecho 

RADICADO 23-001-33-33-005-2020-00174-00 

DEMANDANTE Tairo Enrique Araujo Villar  

DEMANDADO Nación – MinEducación - FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Es de señalar que mediante la Ley 2080 de 2021 < Por medio de la cual se reforma el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se 
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante 
la jurisdicción >, se dispuso en el inciso segundo, del parágrafo segundo del artículo 175 que 
las excepciones previas se resolverán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del CGP.  

 
Así las cosas, revisada la contestación de la demanda, advierte esta Unidad Judicial que la 
entidad demandada propuso como excepciones las siguientes: “falta de integración del 
litisconsorcio necesario”, “prescripción” y “cobro de lo no debido”. Por lo cual, conforme a lo 
expuesto en precedencia, debe resolverse previo a la realización de la audiencia inicial la 
excepción de “falta de integración del litisconsorcio necesario”, por encontrarse contemplada 
como excepción previa en el numeral 9 del artículo 100 del CGP.  

 
En ese orden, respecto de la aludida excepción, aduce el apoderado que el  decreto  2831  de  
2005  en  sus  artículos  segundo,  tercero  y  subsiguientes  estipula  que  el trámite de lo 
reconocimiento y pago de las prestaciones económicas a cargo del Fondo De Prestaciones 
Sociales Del Magisterio serán efectuadas a través de las secretarias de   educación   de   las   
entidades   territoriales   certificadas,   así   mismo   serán   estas   las encargadas de elaborar 
y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento a la Fiduciaria la Previsora quien 
es la encargada del manejo y administración de los recursos del FOMAG para su aprobación, 
dado el visto bueno deberá efectuar el respectivo pago, en  virtud  de  lo  previsto  en  el  contrato  
de  la  fiducia  mercantil  suscrito  entre  la  Nación-Ministerio de Educación Nacional y la 
Fiduciaria La Previsora S.A., como consta en la  escritura  pública  No  0083  de  21  de  junio  
de  1990,  lo  que  corrobora  la Nación –Ministerio  de  Educación  no  tiene  injerencia  alguna  
en  este  procedimiento,  y  por consiguiente   no   tiene   competencia   para   adelantar las   
acciones   tendientes   de reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones de los docentes. 
En concordancia con lo expuesto, hace alusión al artículo 61 del CGP, norma que hace alusión 
al “litisconsorcio necesario e integración del contradictorio”. 

 
En relación a lo anterior, mediante traslado secretarial No. 014 de 28 de mayo de 2021 se corrió 
traslado de las excepciones propuestas. Al respecto, la apoderada sustituta de la parte 
demandante se pronunció oponiéndose a la prosperidad de las excepciones interpuestas. 
 
Ahora, para dar solución a la anterior excepción, se debe tener presente en primer lugar que el 
demandante es docente adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y 
en segundo lugar que el artículo 9º de la Ley 91 de 1989 expresa que “Las Prestaciones 
Sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, serán 
reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación Nacional, función que delegará 
de tal manera que se realice en las entidades territoriales.  Por su parte, el artículo 56 de la Ley 
962 de 2005, norma aplicable al caso pese a haber sido derogada por el artículo 336 de la Ley 
1955 de 2019, pues la anterior solo adquirido vigencia en el año 2019 y es aplicable desde esa 
fecha, en ese sentido, la anterior norma en cita indicaba que “Las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el 
citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre 
el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo 
de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 



 

de la entidad territorial. En ese sentido, se observa que las funciones de la Secretaría de 
Educación Departamental relacionadas con el trámite de reconocimiento y pago de cesantías 
obedece a una función delegada por Ley, la cual se limita a la elaboración de los proyectos de 
actos administrativos y la expedición del mismo previa aprobación de la fiduciaria La Previsora 
como vocera del FOMAG, en ese orden de ideas, se tiene que la Secretaría de Educación actúa 
como delegada del FOMAG y no en nombre de la entidad territorial, por lo que no se hace 
necesaria la integración con la entidad territorial, quien sería la que tendría personería jurídica 
y no la Secretaria de Educación, ya que sería el fondo en caso de una eventual condena la 
entidad llamada al reconocimiento y pago la sanción moratoria y no de la entidad territorial. En 
consecuencia, se declara no probada la excepción de falta de integración del litisconsorcio 
necesario. 

 
Resuelto lo anterior, si bien lo procedente seria fijar fecha para audiencia inicial, advierte esta 
Unidad Judicial, que conforme el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado por el 
artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, se podrá dictar sentencia anticipada cuando se trate de 
asuntos de puro derecho, y no haya pruebas que practicar. Así las cosas, al encontrarnos frente 
a un asunto de puro derecho, en el cual no hay pruebas que decretar, el Despacho se abstendrá 
de realizar la audiencia inicial, y tendrá como pruebas las allegadas oportunamente con la 
demanda, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
De otra parte, se fijará el litigio en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del literal d del 
numeral 1 del artículo 182A ibídem, de la siguiente forma: 

 
¿En el presente asunto se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio canceló en forma tardía las cesantías parciales 
del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el derecho al reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria pretendida?   
 

En ese orden, una vez ejecutoriada esta providencia se dispondrá la presentación por escrito 
de los alegatos de conclusión de las partes y que el Ministerio Público rinda concepto, si a bien 
lo tiene, dentro de los diez (10) días siguientes a la presente providencia. Cumplido lo anterior 
se dictará sentencia anticipada por escrito. Para lo cual se ordenará que por secretaría se 
comparta el expediente digital a las partes y al agente del ministerio público.  

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declárese no probada la excepción del “falta de integración del litisconsorcio 
necesario” propuesta por la entidad demandada, conforme a lo expuesto en la parte 
considerativa. 
 
SEGUNDO: Abstenerse de fijar fecha para realización de audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del CPACA, por lo expuesto en precedencia. 
 
TERCERO: Ténganse como pruebas las allegadas oportunamente con la demandada y la 
contestación, las cuales serán valoradas al momento de proferirse sentencia.  

 
CUARTO: Fíjese el litigio en el presente asunto de la siguiente forma: ¿En el presente asunto 
se encuentra demostrado que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
canceló en forma tardía las cesantías parciales del(la) actor(a) y en consecuencia le asiste el 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria pretendida?   
 
QUINTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 

 
SEXTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  

 
SEPTIMO: Ejecutoriada esa providencia, córrase traslado común a las partes y al Agente del 
Ministerio Publico, por el termino de diez (10) días para que presenten sus alegatos de 

                                                
1 Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 1. 
Antes de la audiencia inicial: a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; b) Cuando no haya que practicar pruebas; c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las 
documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento; d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes 
sean impertinentes, inconducentes o inútiles. El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigo u objeto de controversia. (…) 



 

conclusión por escrito. Para lo anterior compártase por secretaría el expediente digital a las 
partes y al agente del ministerio público.  

. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
                    JUEZ 
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SIGCMA 
 

 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. __26__ ,el día 01/07/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
                                                  MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria


 

 
 
 
 

 
JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
 

Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 
 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00179-00 

Demandante Hernando Miguel Lara Silgado 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
 

CONSIDERACIONES 
 

Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodriguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción mora causada por la Resolución N° 703 de 19 de 
abril de 2016. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
06ConstanciaNotificaciónAutoAdmisorio. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193


 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 
CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

De otra parte, La abogada Laura Natalia Morantes Acevedo, mediante memorial remitido el 
dieciocho (18) de mayo de 2021, remitió alegatos de conclusión como apoderada sustituta de la 
entidad demandada, junto con poder anexo. En ese sentido, aportó copia de Escrituras donde 
se le otorga poder general al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos, identificado con la cédula de 
ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del C.S. de la J.  
 
En ese orden, se procederá a reconocer personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria 
Ríos identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 
del C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder 
conferido. Así mismo, se reconocerá personería a la abogada Laura Natalia Morantes Acevedo, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1.057.598.222, y portadora de la TP No. 319.160 del 
C.S de la J como apoderada sustituta de la entidad demandada.  
 
Así mismo, se observa que la apoderada sustituta de la entidad demandada, posteriormente, 
remitió memorial renunciando al mandato que le fue conferido, en atención a la terminación de 
su relación laboral con la entidad demandada. En ese orden, el Despacho aceptará la renuncia 
de la apoderada sustituta.   
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar a la abogada Laura Natalia Morantes Acevedo, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1.057.598.222, y portadora de la TP No. 319.160 del 
C.S de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Acéptese la renuncia al poder presentada por la abogada Laura Natalia Morantes 
Acevedo, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.057.598.222, y portadora de la TP No. 
319.160 del C.S de la J, como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 
pruebas; en caso contrario fijará fecha y hora para audiencia con tal fin. 
2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
3. Los curadores ad lítem 



 

    
   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No.  _026__el día 1/06/2021, a las 8:00 

AM, el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

SEXTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00180-00 

Demandante Keila Izhar Izquierdo Pérez 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.5NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Diego Fernando Amézquita Arévalo, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 1.026.287.781, y portador de la TP No. 299.894 del 
C.S de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

SIGCMA 

 
Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 

 
Auto acepta desistimiento de las pretensiones 

 

Medio de Control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicado 23-001-33-33-005-2020-00186-00 

Demandante Zuleima Marcela Manjarres Beltrán 

Demandado   Nación – MinEducación -FNPSM 

 
Visto el informe secretarial que antecede, se procede a resolver sobre la solicitud de 
desistimiento de pretensiones y/o retiro de la demanda interpuesta por la parte demandante: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Encuentra esta Unidad Judicial que mediante memorial remitido vía correo electrónico el 27 de 
mayo de 2021, la abogada Kristel Xilena Rodríguez Remolina, en calidad de apoderada sustituta 
de la parte demandante elevo solicitud de retiro de demanda o desistimiento de las pretensiones, 
fundamentada en que la entidad demandada efectuó el pago total de las pretensiones la cual 
era el reconocimiento y pago de la sanción moratoria causada. 
   
Bajo ese entendido, se hace imperioso señalar que la figura del retiro de la demanda y el 
desistimiento de las pretensiones, son figuras jurídicas completamente diferente, así las cosas, 
el retiro de la demanda se encuentra regulada en el artículo 174 del CPACA modificado por el 
artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, mientras que el desistimiento de las pretensiones no se 
encuentra regulado en el CPACA, por lo que debe hacerse uso la remisión normativa 
contemplada en el artículo 306 del CPACA, y remitirnos al Código General del Proceso estatuto 
procesal que si regula dicha figura en su artículo 314.  
 
En ese orden, el Despacho procederá a estudiar cada una de las figuras antes mencionadas a 
efectos de verificar si son procedentes, de esa manera, respecto de la solicitud de retiro de la 
demanda, el artículo 174 del CPACA a cita indica: 
 

“ARTÍCULO 174. RETIRO DE LA DEMANDA. <Artículo modificado por el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021. 
El nuevo texto es el siguiente:> El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se hubiere notificado 
a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público. 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo autorice. En 
este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago de perjuicios, salvo 
acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales perjuicios se sujetará a lo previsto 
en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la demanda.” 

En consideración a lo anterior, tenemos que no es procedente aceptar el retiro de la demanda 
toda vez que, en el presente proceso, ya se realizó la notificación a la entidad demanda y al 
ministerio público, como se advierte en el expediente digital archivo denominado 
0.5NotificaciónDemandadoPDF. 

De otra parte, la figura del desistimiento de las pretensiones, regulada en el artículo 314 del 
CGP, nos indica:  

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento 
se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, 
se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la 
firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el 
desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los 
demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, y que la petición de desistimiento formulada por la parte 
demandante se ajusta a los requisitos establecidos para tal efecto en los artículos 314 y 3151 del 

                                                
1 ARTÍCULO 315. QUIÉNES NO PUEDEN DESISTIR DE LAS PRETENSIONES. No pueden desistir de las pretensiones: 
1. Los incapaces y sus representantes, a menos que previamente obtengan licencia judicial. 
En este caso la licencia deberá solicitarse en el mismo proceso, y el juez podrá concederla en el auto que acepte el desistimiento si considera que no requiere la práctica de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr004.html#193
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CGP, porque (i) se podrá desistir de las pretensiones de la demanda, mientras no se haya 
proferido sentencia que ponga fin al proceso, como ocurre en el caso concreto, (ii) el 
desistimiento presentado es incondicional y (iii) la apoderada sustituta está facultada para desistir 
del proceso, debido a que en el poder de sustitución obrante en el expediente se le otorgan las 
mismas facultades que el apoderado principal, el cual está expresamente facultado para desistir. 
En consecuencia, se aceptará la solicitud de desistimiento de la demanda. 

Ahora bien, el artículo 316 del CGP dispone que en el auto que acepte un desistimiento 
condenará en costas a quien desistió. No obstante, conforme el artículo 188 del CPACA y los 
artículos 365 y 366 del CGP, y dado que no se advierte que la actuación en el proceso por parte 
de la parte demandante haya originado la configuración de las mimas, no se condenará en 
costas. 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Acéptese el desistimiento de las pretensiones de la demanda, presentado por la 
apoderada sustituta de la parte demandante, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  

 
SEGUNDO: Sin condena en costas.  
 
TERCERO: Reconózcase personería para actuar al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos 
identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.211.391 y portador de la T.P. No. 250.292 del 
C.S. de la J, como apoderado principal de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido. 
 
CUARTO: Reconózcase personería para actuar al abogado Mauro Sergio Hernández Martinez, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 79.975.489, y portador de la TP No. 312.278 del C.S 
de la J, como apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos y para los fines del poder conferido.  
 
QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase a la parte demandante el excedente, si lo 
hubiere, de las sumas consignadas por concepto de gastos del proceso. Cancélese su 
radicación. Archívese el expediente, previa anotación en el Sistema Informático de 
Administración Judicial de Siglo XXI. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Juez 
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2. Los apoderados que no tengan facultad expresa para ello. 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO ADMITE DEMANDA 
 

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho.  

EXPEDIENTE Nº:  23 001 33 33 005 2021-00114 

DEMANDANTE:  Alberto Rafael Florez Pérez 

DEMANDADO:  Departamento de Córdoba –Ministerio de 
Educación Nacional y Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio –
Fiduprevisora S. A 

 
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la solicitud de subsanación de la demanda 
impetrada por la apoderada de la parte demandante en cumplimiento del auto inadmisorio de 
fecha doce (12) de mayo de 2021.  
 

 CONSIDERACIONES 
 
Conforme la providencia señalada, esta Unidad Judicial inadmitió la demanda, presentando 
el apoderado de la parte actora de manera oportuna memorial de subsanación en el cual 
allega la información y documentación requeridos, por lo que se encuentra que la demanda 
cumple con las exigencias legales previstas en los artículos 162 y siguientes de la Ley 1437 
de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021, debiéndose proceder a su admisión.   
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 
Montería,    

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Admitir la presente demanda impetrada por el señor Alberto Rafael Florez Pérez, 
a través de apoderado judicial contra el Departamento de Córdoba –Ministerio de Educación 
Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio –Fiduprevisora S.A, por encontrarse 
ajustada a derecho. 
 
SEGUNDO: Notifíquese personalmente el auto admisorio de la demanda al representante 
legal del Departamento de Córdoba –Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio –Fiduprevisora S.A o quien haga sus veces, a la Agencia 
de Defensa Jurídica del Estado y al señor Agente del Ministerio Público que interviene ante 
este Despacho Judicial, conforme lo señalado en el último inciso del numeral 8° del artículo 
162 de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 2021.  
 
TERCERO: Efectuadas las notificaciones, córrase traslado de la demanda a la parte 
demandada, a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado y al Agente del Ministerio Público 
por el término de treinta (30) días, de conformidad con lo establecido en el Artículo 172 de la 
Ley 1437 de 2011. Se advierte a la entidad demandada que el citado término comenzará a 
correr conforme lo indicado en el inciso cuarto del artículo 199 ibídem  modificado por la Ley 
2080 de 2021, es decir, vencidos los dos (02) días hábiles siguientes al envío del mensaje. 
De igual forma, al momento de surtirse la notificación personal, deberán atenderse las demás 
disposiciones normativas contenidas en la norma señalada en precedencia en los aspectos 
que sean procedentes. 
 
CUARTO: Advertir a la parte demandada que acorde con lo dispuesto en el artículo 175 de la 
Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021, deberá aportar con la contestación 
de la demanda los siguientes documentos: 
 

a) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 
administrativos acusados Resolución No. 000775 de 23 de marzo de 2021, y la 
Resolución 000009 de 7 de enero de 2021, expedidos por la Secretaría de Educación 
Departamental de Córdoba.  



Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 Expediente N° 23-001-33-33-005-2020-00114 

Demandante: Alberto Rafael Florez Pérez  
Demandado: Gobernación de Cordoba –Secretaría de 

Educación de cordoba –Ministerio de Educación Nacional y Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio –Fiduprevisora S.A 
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b) Todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, 
según lo ordenado en el numeral 4º de la norma señalada. 

c) Las pruebas documentales que le hayan sido solicitadas por la parte demandante y 
que la demandada no le haya suministrado, o la manifestación expresa por parte de 
esta última que las mismas no se encuentran en su poder. 
 
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del 
funcionario encargado del asunto según el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 
de 2011.  

 
QUINTO: Conforme lo indicado en el inciso cuarto del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, 
se hace saber a las partes que quien acude a esta jurisdicción en cumplimiento del deber 
constitucional de colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia, 
está en la obligación de cumplir con las cargas procesales y probatorias previstas en la 
mencionada codificación.  
 
SEXTO: Así mismo, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 78 numeral 14 de la Ley 
1564 de 2012 y el artículo 201A de la Ley 1437 de 2011 adicionado por la Ley 2080 de 2021, 
les asiste el deber a las partes de enviar a su contraparte y demás sujetos procesales, un 
ejemplar de los memoriales presentados en el proceso y de aquellos a los que se les deba 
surtir traslado, de los cuales deberán allegar constancia al expediente, so pena de dar 
aplicación a las sanciones de Ley que sean procedentes. 
 
SÉPTIMO: Notifíquese por estado el presente auto al demandante como lo dispone el artículo 
201 de la Ley 1437 de 2011 modificada por la ley 2080 de 2021.   
 

OCTAVO: Las comunicaciones, oficios, memoriales, escritos, recursos, contestaciones y 
demás, con ocasión de la presente decisión judicial, se reciben en el canal digital: 
adm05mon@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
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Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 
Asunto: Conciliación Extrajudicial  
Radicación: 23 001 33 33 005 2021 00146 
Convocante: Manuel Enrique Olivares Prado 
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
 

CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio extrajudicial 
efectuado ante la Procuraduría 189 Judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de 
Montería, realizada entre el señor Manuel Enrique Olivares Prado  y la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería. 

I. ANTECEDENTES 
 
De la solicitud de conciliación prejudicial.    
 
La parte convocante presentó a través de apoderado judicial solicitud de 

convocatoria de conciliación prejudicial en asunto Contencioso Administrativo, cuyos 
fundamentos se exponen a continuación:  

 
Expresa el apoderado que su representado prestó sus servicios de apoyo a la 

gestión administrativa como coordinador de personal de mantenimiento en la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería durante el año 2018, como consta en el contrato de 
prestación de servicios para la gestión asistencial No. 0433 de 2018.   

 
Señala que su representado continuó prestando sus servicios ante la ESE para el 

periodo comprendido entre el primero (1) de enero hasta el tres (3) de febrero de 2019 
tal como consta en certificados aportados.  

 
Manifiesta que el primero (1) de enero de 2019 la señora Isaura Margarita 

Hernández Pretelt gerente de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería pese a 
encontrarse de vacaciones procedió a firmar múltiples contratos sin tener facultades 
para ello, toda vez que se encontraba encargado el señor Juan Carlos Cervantes Ruiz, 
como gerente de la ESE. En ese sentido, al no cumplir los contratos con los requisitos 
legales, la Procuraduría Regional de Córdoba, ordenó la suspensión provisional de la 
gerente y en consecuencia se anularon todas las actuaciones adelantas por la misma. 
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Sin embargo, aduce que el convocante continuó ejerciendo sus actividades a fin de 
evitar una amenazada o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 
usuarios de la ESE, Hospital San Jerónimo de Montería.  

 
Finalmente, concluye que el problema administrativo antes mencionado perjudicó 

a las personas que prestaron sus servicios en la entidad convocada, generándose un 
enriquecimiento sin causa de la administración y correlativo empobrecimiento de su 
poderdante, toda vez que el convocante prestó sus servicios sin obtener 
contraprestación económica.  

 
De las pretensiones.  

 
1- Que se declaré a la ESE Hospital San Jerónimo de Montería patrimonialmente 

responsable de la omisión en el pago por los servicios de apoyo a la gestión 
administrativa como coordinador de personal de mantenimiento, prestados por 
el señor Manuel Enrique Olivares Prado en las instalaciones de la entidad 
convocada durante el periodo comprendido entre el primero (1) a treinta y uno 
(31) del mes de enero y los días 1,2 y 3 del mes de febrero de 2019.  
 

2- Que como consecuencia de lo anterior se condene a la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería a pagar al señor Manuel Enrique Olivares Prado por 
concepto de honorarios la suma de UN MILLON QUINIENTOS NOVENTA Y 
CINCO MIL PESOS M/C (1.595.000 m/c). 

 
3- Que la anterior suma sea liquidada en la moneda del curso legal en Colombia. 

 
II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN. 

 
Presentada la solicitud de conciliación extrajudicial, la misma correspondió en 

conocimiento a la Procuraduría 189  judicial I Para Asuntos Administrativos de la ciudad 
de Montería, la cual se llevó a cabo de manera no presencial a través de la plataforma 
“Microsoft Teams” en virtud de la emergencia sanitaria por causa del COVID -19, el día 
dieciocho (18) de mayo del año 2021, lográndose acuerdo entre las partes, y remitiéndose 
el acta por la Procuraduría para ser sometida al conocimiento de los Juzgados 
Administrativos de esta ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o 
improbación, correspondiéndole su conocimiento a esta Unidad Judicial. 

 
III. DEL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO. 

  
En la audiencia de conciliación extrajudicial de fecha dieciocho (18) de mayo del 

año 2021, las partes llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio:  
 
“Así mismo, se indica que las pretensiones de la solicitud de conciliación son:  
“PRIMERO: Que se declare a la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN 
JERONIMO DE MONTERIA patrimonialmente responsable de la omisión en el pago 
por los servicios de apoyo a la gestión administrativa como coordinador de personal 
de mantenimiento; efectivamente prestados por el señor MANUEL ENRIQUE 
OLIVARES PRADO, en las instalaciones de la Entidad durante el periodo 
comprendido entre, el primero (1) a treinta y uno (31) del mes de enero y los días 1,2 
y 3 del mes de febrero de 2019. SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior 
declaración, condénese a la EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO, HOSPITAL SAN 
JERONIMO DE MONTERIA; al señor MANUEL ENRIQUE OLIVARES PRADO, por 



Conciliación Extrajudicial 
Expediente No. 23 001 33 33 005 2021 00146 

Convocante: Manuel Enrique Olivares Prado 
Convocado: ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

3 

 

concepto de honorarios la suma de UN MILLÓN QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO 
MIL PESOS M/C $1.595.000.oo m/c. (…) Seguidamente, se le concede el uso de la 
palabra a la apoderada de la parte convocada, con el fin de que se sirva indicar la 
decisión tomada por el comité de conciliación (o por el representante legal) de la 
entidad en relación con la solicitud incoada, quien manifestó: una vez analizada la 
solicitud de conciliación extrajudicial dentro del Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería, mediante acta 008 de 13 de 
mayo de 2021, en lo atinente al señor Manuel Enrique Olivares Prado, quien prestó 
sus servicios en mantenimiento, solicitando unos honorarios por $1.595.000, el 
Comité de Conciliación, en unanimidad, decidió conciliar el presente asunto sin pago 
de intereses y sin indexación, una vez sea aprobado el acuerdo por parte del juez 
administrativo, realizando dicho pago en cuatro cuotas mensuales, iniciando la 
primera el 20 de marzo de 2023. En este sentido se presenta esta propuesta a la 
parte convocante, aportándola en dos folios útiles y escritos. Igualmente se aportó la 
Resolución 002 de 2019, mediante la cual el Agente Especial Interventor de la época 
dio por terminado unilateralmente los contratos que habían sido suscritos en esa 
vigencia. Este documento se aportó en cuatro folios útiles y escritos. 
 
Se le concede el uso de la palabra a la apoderada de la parte convocante para que 
manifieste su posición ante lo expuesto por la convocada: “ya conocía la propuesta 
del Hospital San Jerónimo, yo procedo a aceptar, en representación del convocante, 
la propuesta presentada”. 
 

IV. CONSIDERACIONES 
   
La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  
 
De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, 
las personas de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por 
conducto de su apoderado1, sobre conflictos de carácter particular y contenido 
económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativa. Así mismo, el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, norma modificada por 
el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la cual se expresa que “En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de 
procedibilidad para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso 
administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para cada una de estas 
áreas”2.  

 
Por su parte, el artículo 42A3 de la Ley 270 de 1996, norma adicionada por el 

artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 señaló la obligatoriedad de agotar la conciliación 
cuando los asuntos sean conciliables y hayan de ser tramitados mediante las acciones 
de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 
contractuales antes reguladas por los artículos 85, 86 y 87 del CCA, hoy 138, 140 y 141 
de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, el Decreto Reglamentario 1716 de 2009, cuerpo 
normativo que regula la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos 

                                            
1 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “en materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma 
presentación de la solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las audiencias en que 
se lleve a cabo la conciliación” 
2 Ley 640 del 05 de enero de 2001. Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial 
No. 44.303 de 24 de enero de 2001. Artículo 35. Modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. Requisito de procedibilidad.    
3 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo 
adicionado por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los 
asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#85
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_contencioso_administrativo_pr002.html#87
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y desarrolla el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, consagra en su artículo 2º los 
conflictos susceptibles de conciliación y aquellos sobre los cuales no es posible predicar 
tal posibilidad4. En concordancia con lo anterior, el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en el artículo 161 
recoge lo antes expuesto cuando precisa la conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad en los asuntos que le compete conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: 
“cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones 
relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 
contractuales”. Finalmente, el Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 
Sector Justicia y del Derecho compiló las normas procedentes que actualmente regulan 
el trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, texto 
normativo que fue modificado posteriormente por el Decreto 1167 de 2016 y el cual es 
aplicable en este caso5.  

 
De los requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso 

administrativa.  
 
Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y 

establecida igualmente su procedencia ante ésta jurisdicción en los asuntos indicados 
con anterioridad, se debe tener en cuenta los presupuestos que la Ley ha establecido 
para que el acuerdo que efectúen las partes y en especial las entidades de derecho 
público quienes efectúan un acto de disposición de los dineros del Estado, no sea 
contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del Estado. Al respecto, el Consejo 
de Estado ha señalado de manera reiterada que el acuerdo conciliatorio se someterá a 
los siguientes supuestos de aprobación: 

 
i) Que la jurisdicción contencioso administrativa y el Juzgado Administrativo 

sean competentes (artículos 82, 83, 129 y 155 del CPACA, 70 y 73 de la Ley 
446 de 1998);  

ii) Que no haya caducidad de la acción (artículo 44 de la Ley 446 de 1998);  

                                            
4 “ARTICULO 2. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 
órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los través de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
“PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso Administrativo: 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
“- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado (…)”. 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Modificado Art.1 Decreto 1167 de 2016. ASUNTOS SUSCEPTIBLES DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas 
que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter 
particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de 
control previstos en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo. 
PARÁGRAFO 1. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso administrativo: 
* Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
* Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
* Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
PARÁGRAFO 2. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e 
intransigibles. 
PARÁGRAFO 3. Cuando el medio de control que eventualmente se llegare a interponer fuere el de nulidad y restablecimiento de derecho, 
la conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente 
agotada, lo cual deberá acreditarse, en legal forma, ante el conciliador. 
PARÁGRAFO 4. En el agotamiento del requisito de procedibilidad del medio de control de que trata el artículo 140 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, se entenderá incluida de repetición consagrada en el inciso tercero de 
dicho artículo.  
PARÁGRAFO 5º. El agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante 
tribunales de arbitramento encargados de resolver controversias derivadas de contratos estatales.”. 
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iii) Que las partes estén debidamente representadas y que se encuentren 
legitimadas (artículos 314, 633 y 1502 del C.C., 44 del C.P.C. y 149 del 
C.C.A.); y  

iv) Que existan pruebas suficientes de la responsabilidad de la demandada y 
que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio público 
o para los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del 
Estado (artículo 65A de la Ley 23 de 1991 y 73 de la Ley 446 de 1998) 6. 

En ese orden de ideas, corresponderá al Juez Administrativo el estudio del 
acuerdo conciliatorio celebrado por las partes, a fin de impartir la correspondiente 
aprobación o improbación según si se cumplen o no los requisitos indicados en el inciso 
3° del artículo 73 de la Ley 446 de 1998 el cual expresa que “La autoridad judicial 
improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas 
necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público”. 
Para lo cual procede al estudio de cada uno de ellos. 

 

CUESTION PREVIA 

Es del caso señalar, que el artículo 6° del Decreto 1716 de 2009 señaló los 
requisitos que debe tener la petición de conciliación prejudicial, dentro de los cuales se 
encuentra la indicación de la acción contenciosa administrativa que se escogería, hoy 
medio de control. Ahora, en el presente caso la parte convocante señaló que el medio 
de control a escoger en caso de fracasar la conciliación sería el de reparación directa. 
No obstante lo anterior, el despacho de las pruebas aportadas advierte la existencia de 
un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión administrativa No. 0337 de 
2019 suscrito entre las partes el día primero (1°) de enero de 2019 por el periodo de 12 
meses, que tuvo por objeto “la prestación de servicios de apoyo a la gestión   

administrativa como coordinador de personal de mantenimiento en la E.S.E 
Hospital San Jerónimo de Montería”. En ese orden, es claro que al existir un contrato 
de prestación de servicios del cual no se puede estudiar su legalidad a través de este 
mecanismo, ello enerva el estudio de la presente conciliación a través del medio de 
control de reparación directa -teoría de la actio de in rem verso, como fue propuesta por 
el convocante, sino que su estudio debe hacerse por el medio de control de 
controversias contractuales señaladas en el artículo 141 del CPACA.  

Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el medio de 
control que resulta procedente de acuerdo con los supuestos facticos ha indicado: 

 “En las acciones contencioso administrativas de carácter subjetivo, la fuente del 
daño determina la acción procedente para analizar la controversia  y ésta, a su 
vez, establece la técnica apropiada para la formulación de las pretensiones de la 
demanda y la oportunidad en el tiempo para hacerlas valer por la vía 
jurisdiccional, de manera que si, por ejemplo, el daño tiene origen en la ilegalidad 
de un acto administrativo de carácter particular y concreto, la acción procedente 
será la de nulidad y restablecimiento del derecho, pues, para obtener el 
restablecimiento de los derechos subjetivos y la indemnización de los perjuicios 
causados, resulta menester emitir pronunciamiento acerca de la nulidad del acto, 

                                            
6 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: DANILO ROJAS 
BETANCOURTH, catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00479-01(44653) 
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para efectos de desvirtuar las presunciones de legalidad y de veracidad que 
reviste y que hacen obligatorio su cumplimiento y obedecimiento. Pero, si el 
origen del daño no estriba en un acto administrativo, sino en un hecho (acción), 
una omisión o una operación administrativa o en la ocupación (temporal o 
permanente) de bienes inmuebles, por causa de trabajos públicos o por cualquier 
otra causa, la acción procedente será la de reparación directa y, en cambio, 
cuando el daño se origina en torno a una relación contractual, la acción 

procedente será la de controversias contractuales.”7 

En ese sentido, la ley 1437 de 2011 en su artículo 171, dentro de las facultades 
que le otorgó a los jueces para ejercer el control de legalidad de las actuaciones, le 
permitió al momento de admitir la demanda adecuarla al medio de control apropiado, 
aunque el accionante haya indicado una vía procesal inadecuada. Lo anterior en 
atención a que el medio de control no depende de la voluntad de las partes, sino del 
origen del perjuicio alegado y del fin pretendido. Así mismo, tenemos que el juez en 
virtud de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la 
administración de justicia, debe interpretar de manera integral lo pretendido por la parte 
actora. Por lo que nada obsta que esta facultad también se pueda realizar en sede de 
estudio de conciliaciones extrajudiciales, cuando se observe de los hechos expuestos 
y de las pruebas allegadas que en ese caso en particular el convocante escogió 
indebidamente la vía procesal, y a fin de poder hacer un estudio de fondo de la misma, 
el juez tenga que indicar cuál sería la adecuada.  

En ese sentido se estudiará la conciliación desde el medio de control de 
controversias contractuales por ser el procedente en el presente caso, y para ello se 
analizan cada uno de los requisitos exigidos, antes enunciados:  

1.- Competencia:  
 
Respecto de la competencia para conocer del presente asunto, dispone el artículo 

23 de la Ley 640 de 2001 en concordancia con las disposiciones del Decreto Único 
Reglamentario DUR 1069 de 2015, que las conciliaciones extrajudiciales de que conoce 
la jurisdicción contencioso administrativa solo podrán ser adelantadas ante los Agentes 
del Ministerio Público asignados a ésta, tal y como aconteció en el caso en estudio, por 
cuanto el acuerdo estuvo mediado por el Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos 
Administrativos de Montería, quien remitió a esta Unidad Judicial dicho acuerdo para su 
estudio y aprobación.  Así mismo, es competente ésta Judicatura para conocer del 
presente asunto conforme lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 y Art. 
156 numeral 48 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto el medio de control aplicable es el 
de controversias contractuales. Además, el monto conciliado es la suma de un millón 
quinientos noventa y cinco mil pesos ($1.595.000), valor que no excede el monto de los 
quinientos (500) SMLMV que exige el artículo 155 numeral 5° ibídem, para que el 
juzgado pueda conocer de la presente conciliación.    

 
 
 
 

                                            
7 Consejo De Estado. Sala De Lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Consejero Ponente: Carlos Alberto 
Zambrano Barrera. Bogotá D.C., Veintisiete (27) De Julio De Dos Mil Diecisiete (2017). Radicación Número: 25000-23-36-000-
2015-00703-01(55630) 
8 Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las 
siguientes reglas: 
(…)4. En los contractuales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. 
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2. Representación de las partes y capacidad para conciliar.  
 
Parte Convocante: El (La) abogado(a) Cesar Andrés de la Hoz Salgado, 

identificada con C.C. 1.064.996.015 T.P. de abogado N° 251.144 quien actuó como 
apoderado especial del señor Manuel Enrique Olivares Prado. 
 

Parte Convocada: El (La) abogado(a) Natalia Valderrama Hernández, identificada 
con C.C. 1.067.914.145 y T.P. de abogado N° 260.146 quien actúa conforme al poder 
para actuar que le confirió el señor Rubén Darío Trejos Carrasquilla, identificado con 
C.C. No. 70.077.162 en su calidad de agente interventor de la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería según resolución No. 006240 de 25 de junio de 2019 y acta de 
posesión No. SDME 013 de 26 de junio de 2019. 

 
Además, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes convocante y 

convocada a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la facultad 
para conciliar respecto del asunto objeto de conciliación.  
 

3.   Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de 
aquellos que las partes puedan disponer.  

 
Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un 

conflicto de carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está 
encaminada a conseguir el pago del valor de los honorarios por la suma de 
$1.595.000.00 correspondientes al mes de enero de 2019, y los días primero (1), 
segundo (2) y tercero (3) del mes de febrero de 2019, los cuales no han sido pagados  
al convocante.  

 
4.  Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.  
 
Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En 

relación con las conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad 
con el medio de control que procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, que el sub judice sería el de controversias contractuales, por lo tanto, se 
debe presentar la demanda dentro del término de dos (2) años que se contaran a partir 
del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirven de 
fundamento, y en los contratos que requieran de liquidación como es la pretensión que 
se esboza, cuando ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la 
administración unilateralmente, una vez cumplido el termino de 2 meses contados a 
partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, 
del termino de cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición 
del acto que lo ordene o del acuerdo que la disponga, de conformidad con lo establecido 
en el numeral v) del literal j) del numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A. 

 
De suerte, que teniendo en cuenta que el motivo de la conciliación es producto de la 
solicitud de compensación como consecuencia de los honorarios no pagados al 
convocante por el periodo del mes de enero de 2019 y los tres primeros días del mes 
de febrero de 2019 en virtud de haberse celebrado un contrato de prestación de 
servicios de apoyo a la gestión administrativa  No. 0337 de 2019 que posteriormente fue 
terminado el 14 de febrero de 2019 por el Agente Interventor Especial de la ESE Hospital 
San Jerónimo de Montería, mediante Resolución 002 de 14 de febrero de 2019, y 
atendiendo a la cláusula contractual sobre la terminación unilateral del contrato suscrito 
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entre las partes, y la fecha en que se radicó la solicitud de conciliación extrajudicial, (24 
de marzo de 2021), y teniendo de presente que entre el 16 de marzo y el 30 de junio de 
2020 los términos judiciales estuvieron suspendidos dadas las restricciones impuestas 
por la pandemia por covid-19, y que luego se ordenó el cierre de estos despachos 
judiciales por el Consejo Seccional de la Judicatura, es claro que aún este fenómeno no 
ha operado. 
 

5. Respaldo probatorio del derecho.  
 

Respecto del material probatorio se aportaron al plenario los siguientes documentos: 
 

- Copia de certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 2019 y 
los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019 y valor de honorarios del señor Manuel 
Enrique Olivares Prado en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería suscrito 
por la subdirectora administrativa y financiera. 

- Certificación de actividades realizadas por el convocante por el periodo del 1° 
de enero al 3 de febrero de 2019 y los tres primeros días del mes de febrero 
de 2019, suscito por el coordinador de personal de mantenimiento de la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería.  

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión 
Administrativa N. 0337 de 2019 por el término de 12 meses, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Manuel Enrique Olivares Prado suscrito 
el primero (1) de enero de 2019. 

- Copia del Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión 
Administrativa  N. 0433 de 2018 por el término de 10 meses, entre la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería y Manuel Enrique Olivares Prado suscrito 
el primero (1) de enero de 2018. 

- Certificado de Disponibilidad Presupuestal 
- Resolución No. 00360- 1° de febrero de 2019 por medio de la cual la 

Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de 
bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativamente de 
la ESE Hospital San Jerónimo de Montería  

- Certificación del Agente Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de 
Montería donde indica que mediante Acta No. 008 de fecha trece (13) mayo 
de 2021 el Comité de Conciliación de la ESE Hospital San Jerónimo de 
montería decidió conciliar en el presente asunto. 

- Resolución No. 002 de 14 febrero de 2019 expedida por el Agente Especial 
Interventor de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería por medio de la cual 
declaró por terminados los contratos existentes al momento de la toma de 
posesión de la intervención forzada administrativa para administrar, suscritos 
entre el primero 1 de enero de 2019 y el cuatro 4 de febrero de 2019 en la ESE 
Hospital San Jerónimo de Montería. 

- Resolución 024 de  02 de febrero de 2021 por medio de la cual se prorroga el 
término de la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios 
y la intervención forzosa administrativa para administrar la ESE Hospital San 
Jerónimo de Montería.  

 
Del análisis de las pruebas obrantes en el expediente administrativo que contiene 

la conciliación suscrita entre las partes, para el despacho quedó demostrado que se 
suscribió  contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión administrativa No. 
0337 de 2019  entre éstas el día primero (1) de enero de 2019, por el término de 12 
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meses, el 1° de enero hasta el 31 de diciembre de 2019, que tuvo por objeto “la 
prestación de servicio de apoyo  a la gestión administrativa como coordinador de 
personal de mantenimiento en la ESE Hospital San Jerónimo de Montería” 
 

Así mismo, se tiene que mediante Resolución No. 000360 de primero (1) de 
febrero de 2019, la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión 
inmediata de bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativamente 
para administrar la ESE Hospital San Jerónimo de Montería y designó como agente 
especial interventor al señor Omar Alexander Prieto García, el cual a través de 
Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019 declaró la terminación de los contratos 
existentes suscritos entre el primero (1) de enero de 2019 y el cuatro (4) febrero de dos 
mil 2019. 
 
Ahora, de las pruebas aportadas se encuentra el certificado de disponibilidad 
presupuestal, así como el certificado del tiempo laborado durante el mes de enero de 
2019 y los tres primeros días del mes febrero de 2019, el certificado de las actividades 
realizadas por el periodo del 1° de enero al 3 de febrero de 2019, documentos que dan 
cuenta de la ejecución del contrato durante el mes de enero de 2019 y los tres primeros 
días del mes de febrero de 2019. Aunado a lo anterior, la Sección Tercera del Consejo 
de Estado ha indicado que para la existencia y perfeccionamiento de un contrato estatal 
solo se necesita el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y que éste se eleve a 
escrito9. Con lo anterior, queda ampliamente demostrado que existió un contrato entre 
las partes y se ejecutó por el convocante durante el mes de enero y los tres primeros 
días del mes de febrero, y luego fue dado por terminado por el interventor designado 
mediante Resolución No. 002 de 14 de febrero de 2019. En ese orden, estima el 
despacho que las pruebas antes relacionadas valoradas en conjunto resultan suficientes 
para respaldar el acuerdo conciliatorio que se analiza.  
 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley ni lesivo para el patrimonio 
público o para los intereses del particular afectado por la actuación u omisión del 
Estado  
 

Respecto del cumplimiento del presente requisito, es de resaltar que el artículo 14 
de la ley 80 de 1993 señala respecto de la terminación unilateral de contratos estatales 
el deber por parte de las entidades estatales de proceder al reconocimiento y pago de 
compensaciones e indemnizaciones a que hubiese lugar: 

 
“Artículo 14.  De los medios que pueden utilizar las entidades estatales 
para el cumplimiento del objeto contractual. 

Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al 
celebrar un contrato: 

1. Tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y 
vigilancia de la ejecución del contrato. En consecuencia, con el exclusivo objeto 
de evitar la paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo 
y asegurar la inmediata, continua y adecuada prestación, podrán, en los casos 
previstos en el numeral segundo de este artículo, interpretar los documentos 
contractuales y las estipulaciones en ellos convenidas, introducir modificaciones 

                                            
9 Sentencia Del Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera Ponente: Stella 
Conto Díaz Del Castillo, Bogotá, D. C., Diez (10) De Mayo De Dos Mil Dieciocho (2018). Rad. No: 68001-23-31-000-1999-01452-01(41186) 
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a lo contratado y, cuando las condiciones particulares de la prestación así lo 
exijan, terminar unilateralmente el contrato celebrado. 

 
En los actos en que se ejerciten algunas de estas potestades excepcionales 
deberá procederse al reconocimiento y orden de pago de las compensaciones e 
indemnizaciones a que tengan derecho las personas objeto de tales medidas y 
se aplicarán los mecanismos de ajuste de las condiciones y términos 
contractuales a que haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o 
equilibrio inicial.”  

Sobre este tema la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“Cada vez que un organismo o entidad estatal ejerce la potestad 
excepcional de terminación unilateral del contrato, debe proceder al 
reconocimiento y pago de las compensaciones… e indemnizaciones a que 
tengan derecho las personas objeto de tales medidas y se aplicarán los 
mecanismos de ajuste de las condiciones y términos contractuales a que 

haya lugar, todo ello con el fin de mantener la ecuación o equilibrio inicial”10 

 
En ese orden, y conforme el análisis probatorio realizado en el estudio del requisito 

anterior, y a la normatividad previamente citada, estima el Despacho que el acuerdo 
suscrito entre las partes se ajusta al ordenamiento jurídico y además no es lesivo para el 
patrimonio de la entidad pública ni de los intereses de la parte convocante. Así mismo, el 
acuerdo conciliatorio que se logra entre las partes, corresponde al valor del monto 
equivalente a los honorarios a que hubiese tenido derecho el convocante, por lo que 
tampoco resulta lesivo para la misma. 

 
De suerte que, al encontrar el despacho que se cumplen con los presupuestos para 

impartir la aprobación al acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre las partes, por 
lo que procederá a aprobarlo.  

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo Mixto del Circuito de 

Montería, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada el 
acuerdo conciliatorio realizado ante la Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos 
Administrativos de la ciudad de Montería, el día 18 de mayo de 2021, radicado bajo el 
número 00298 de 24 de marzo de 2021, suscrito entre el señor  Manuel Enrique 
Olivares Prado, y la ESE Hospital San Jerónimo de Montería 

 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia, EXPIDASE Y ENTRÉGUESE copia 

autentica de la misma, con la respectiva constancia de ejecutoria al apoderado judicial 
de la parte convocante, previa consignación del arancel judicial establecido en el 
Acuerdo N° PSAA16-10458 de fecha 12 de febrero de 2016. Déjese constancia en el 
expediente. 

                                            
10 Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera Bogotá 
D.C., Diez (10) De Noviembre De Dos Mil Diecisiete (2017) Radicación Número: 68001-23-31-000-2003-01342-01(39536) 
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   JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 26,  el día 01/07/2021, a las 8:00 AM, 
el cual puede ser consultado en la página web de la Rama Judicial  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-de-monteria. 

 
MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA 

Secretaria 

 SIGCMA 

 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA  

Jueza 
 

 

 

 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

LUZ ELENA PETRO ESPITIA  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 
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SIGCMA 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 

Montería, treinta (30) de junio del año dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO CORRE TRASLADO DE MEDIDA CAUTELAR 
 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación 23 001 33 33 005 2021 00114 

Demandante Alberto Rafael Florez Pérez 

Demandado Departamento de Córdoba–Ministerio de Educación 
Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio –Fiduprevisora S.A 

 
Revisada la demanda interpuesta en ejercicio del medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho por el señor Alberto Rafael Florez Pérez, mediante apoderada 
judicial contra el Departamento de Córdoba –Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio –Fiduprevisora S.A, encuentra el Despacho que el 
demandante solicitó el decreto de una medida cautelar, haciéndose necesario correr traslado 
de la misma, previa las siguientes; 

 
CONSIDERACIONES 

 
El artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 consagra la procedencia de las medidas cautelares en 
los procesos declarativos que sean de conocimiento de la jurisdicción contencioso 
administrativa, la cual podrá ser decretada por el juez mediante decisión motivada, con el fin 
de tomar las medidas necesarias para proteger y garantizar provisionalmente el objeto del 
proceso y la efectividad de la sentencia. En consecuencia con lo anterior, el artículo 230 
ejusdem sostiene que el juez podrá decretar una serie de diversas medidas cautelares de 
protección tendientes a prevenir, conservar, de carácter anticipativas o de suspensión, entre 
las cuales se encuentra la de “suspender provisionalmente los efectos de un acto 
administrativo” 
 
Por su parte, el artículo 233 del código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 
administrativo establece el procedimiento para la adopción de las medidas cautelares, en el 
cual se dispone que esta podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda o en 
cualquier estado del proceso, de la cual se ordenará correr traslado de la solicitud al 
demandado por el termino de cinco días, los cuales una vez vencidos, deberá el juez proceder 
a resolver sobre la solicitud de medida cautelar dentro de los diez (10) días siguientes. 

 
Artículo 233. procedimiento para la adopción de las medidas cautelares. La 
medida cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda y en 
cualquier estado del proceso. El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, 
en auto separado, ordenará correr traslado de la solicitud de medida cautelar para 
que el demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado dentro del término 
de cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación de 
la demanda. Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto admisorio 
de la demanda, no será objeto de recursos. De la solicitud presentada en el curso 
del proceso, se dará traslado a la otra parte al día siguiente de su recepción en la 
forma establecida en el artículo 108 del Código de Procedimiento Civil. El auto que 
decida las medidas cautelares deberá proferirse dentro de los diez (10) días 
siguientes al vencimiento del término de que dispone el demandado para 
pronunciarse sobre ella. En este mismo auto el Juez o Magistrado Ponente deberá 
fijar la caución. La medida cautelar solo podrá hacerse efectiva a partir de la 
ejecutoria del auto que acepte la caución prestada. Con todo, si la medida cautelar 
se solicita en audiencia se correrá traslado durante la misma a la otra parte para que 
se pronuncie sobre ella y una vez evaluada por el Juez o Magistrado Ponente podrá 
ser decretada en la misma audiencia. Cuando la medida haya sido negada, podrá 
solicitarse 
nuevamente si se han presentado hechos sobrevinientes y en virtud de ellos se 
cumplen las condiciones requeridas para su decreto. Contra el auto que resuelva 
esta solicitud no procederá ningún recurso”. 
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JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE 

MONTERÍA 
 

La anterior providencia se notifica por estado electrónico No. 26_ el día 
01/07/2021, a las 8:00 AM, el cual puede ser consultado en la página web de 

la Rama Judicial  https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-administrativo-
de-monteria. 

MARIA ALEJANDRA OVIEDO GUERRA  
Secretaria 

 SIGCMA 

Ahora bien, del análisis del libelo demandado se observa que la apoderada judicial del 
demandante presentó solicitud de medida cautelar a fin de que se suspenda provisionalmente 
el Acto Administrativo N° 000775 de 23 de Marzo de 2021, atendiendo la anterior petición y 
de acuerdo con la normatividad transcrita, se ordenará correr traslado de la respectiva 
solicitud de medida cautelar a la entidad accionada Departamento de Córdoba –Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduprevisora S.A por 
el termino de cinco (05) días, para que se pronuncien si a bien lo consideran sobre la solicitud 
de medida cautelar presentada. En mérito de lo expuesto, el Juzgado Quinto Administrativo 
Mixto del Circuito Judicial de Montería, dispones: 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: Córrase traslado de la solicitud de medida cautelar presentada por la parte 
demandante al Departamento de Córdoba –Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduprevisora S.A, a efectos de que se pronuncien 
sobre la respectiva solicitud, para lo cual se les concede un término de cinco (05) días hábiles 
a partir de la notificación del presente proveído, según lo establecido en el inciso 2º del artículo 
233 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SEGUNDO: Notifíquese esta providencia de forma conjunta al auto admisorio de la demanda, 
de acuerdo con la norma en mención.  
 
TERCERO: Las comunicaciones, oficios, memoriales, escritos, recursos, contestaciones y 
demás, con ocasión de la presente decisión judicial, se reciben en la siguiente cuenta de 
correo electrónico: adm05mon@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
LUZ ELENA PETRO ESPITIA 

Jueza 
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JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 005 ADMINISTRATIVO DE MONTERIA 
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